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PALABRAS PREVIAS


Este trabajo es el resultado de una investigación realizada desde mediados del 2008 hasta mediados del 2009 en el Instituto de Argumentación Jurídica y Estudios Institucionales de la Universidad Blas Pascal de Córdoba (Argentina). Estamos agradecidos con la Universidad Blas Pascal por su apoyo financiero y su asistencia en el desarrollo de nuestra investigación. De igual modo, agradecemos a la Universidad Externado de Colombia, y en especial al Dr. CARLOS BERNAL PULIdo, la oportunidad de publicar nuestro trabajo en su prestigiosa colección de filosofía del derecho.


En general, el propósito de este trabajo es explorar un conjunto de problemas vinculados al papel de la dogmática y el valor de la ley penal en el Estado de derecho contemporáneo. Aunque hemos trabajado durante muchos años en problemas centrales de derecho penal, nuestra trayectoria académica se nutre de diferentes influencias y ha sido guiada por distintos objetivos. Así, en nuestros respectivos ámbitos de interés se conjugan las preocupaciones por el análisis de los sistemas normativos, la teoría del delito o la plausibilidad de doctrinas morales que inciden en la atribución de responsabilidad. Esta diversidad de perspectivas e intereses ha sido una importante fuente de riqueza conceptual, pero también un límite al desarrollo de argumentos en los que no hemos logrado el suficiente consenso. Más aún: la necesidad de generar acuerdos que permitiesen avanzar en nuestro plan de trabajo determinó, en alguna medida, la elaboración de compromisos que, tal vez, en otras obras individuales no se producen.


Finalmente, creemos que las ideas centrales de este trabajo suscitan el interés suficiente para introducirlas en el debate académico y esperamos que, a pesar de su naturaleza exploratoria y su alcance limitado, sirvan para incidir en los debates sobre problemas que se vinculan directamente con el modo en que el Estado interviene sobre los bienes básicos de los individuos a través de la atribución de responsabilidad penal.
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PRÓLOGO



I. LA LEY Y LA DOGMÁTICA



En 1805, JACQUES DE MALEVILLE publicó uno de los primeros comentarios al Código Civil de NAPOLEÓN. Es usual añadir que NAPOLEÓN, al tomar conocimiento de ese hecho, exclamó que su código estaba perdido. Esta anécdota ilustra la idea general que guía este trabajo: la tensión que existe entre la autoridad del legislador y la autoridad de la ciencia jurídica; entre la voluntad política y el conocimiento científico; entre legislación y dogmática.


Un poco más de dos siglos han transcurrido desde ese episodio y la dogmática ha consolidado su prestigio, ensanchado sus perspectivas e influido decisivamente en la evolución de la jurisprudencia. A su vez, el papel del legislador, su aptitud para regular la vida social mediante normas expresamente formuladas, ha sufrido sucesivas crisis que erosionan su autoridad. En ocasiones, la desconfianza en la legislación surgió de la desilusión. La confianza ingenua y desmedida en las capacidades de la legislación para obtener soluciones a los problemas sociales mediante la formulación de normas generales y abstractas llevó a una suerte de inflación legislativa, que en muchas ocasiones produjo resultados opuestos a los que se intentaba lograr. Como señala EUGENIO BULYGIN{4},


No es en modo alguno obvio que la solución anticipada de problemas por medio de normas generales sea preferible o sea siempre preferible a la decisión particular, aun cuando ésta no esté basada en una norma general prexistente, sino en consideraciones de equidad y justicia. Lo que hay en el fondo de este dilema es una confrontación entre los valores de seguridad jurídica por un lado y de justicia por el otro. Lo que importa es darse cuenta de que se trata de un importante problema valorativo y no proceder ciegamente como si no existiera ningún problema.


Con frecuencia, el desprestigio de la legislación (y de las autoridades encargadas de formularla) surgió del descuido o el oportunismo con que se abordaron legislativamente problemas sociales relevantes. El resultado de estas censurables actitudes políticas se plasma, muchas veces, en una legislación confusa en su formulación, incoherente en sus propósitos e ineficiente en la práctica. En verdad, existen sectores legislativos impenetrables no solo para los ciudadanos sino también para los jueces y especialistas. Por ejemplo, al referirse a las normas del ordenamiento tributario español, el catedrático de la Universidad de Barcelona FERREIRO LAPATZA lamenta la imprecisión de sus normas tributarias en los siguientes términos{5}:


¿A quién aprovecha esta malla normativa más que oscura, tenebrosa? [...] La técnica, también la técnica jurídica, puede utilizarse lo mismo para hacer el bien que para procurar el mal, para servir a la democracia o para servir a un poder antidemocrático o, en nuestro caso, a manifestaciones antidemocráticas de un poder democrático.


En un sentido similar, LUIGI FERRAJOLI afirma{6}:


En efecto, la inflación legislativa, en gran parte coincidente con la inflación penal, se encuentra en el origen de una creciente falta de certeza, oscuridad y dificultad de conocimiento del derecho que favorece una adicción al ilegalismo difuso y a veces inevitable en ese contexto, resta credibilidad y eficacia a la acción penal y ofrece, en consecuencia, el mejor caldo de cultivo a la corrupción y al arbitrio.


Pero, al margen de la ingenuidad del legislador o del descuido y arbitrariedad de muchos de sus proyectos legislativos, el valor de la ley como instrumento racional de control social también se ve amenazado por la permanente revisión y reformulación de las leyes que emprende la dogmática. El desafío que lanza la dogmática al papel del legislador comienza, a menudo, con la reivindicación del papel del intérprete como un complemento indispensable a la tarea del autor. Más allá de la pericia del legislador, la dogmática insiste en la inevitabilidad de la interpretación de las leyes. En este sentido, BACIGALUPO señala que más allá de la claridad de un texto normativo, "el dogmático penal se encuentra ante la necesidad de decidir a favor de una u otra interpretación del derecho positivo penal, sin que pueda deducir su decisión de los textos legales"{7}. Ello significa que inevitablemente aparece una brecha entre la ley y su aplicación; entre el alcance de las normas y los casos que ellas regulan. Los mecanismos para superar racionalmente esa brecha ya no pueden encontrarse en la ley misma y es preciso recurrir a un discurso alternativo (i. e. la dogmática) para superar esas indeterminaciones.


La insistencia de la dogmática en su papel esencial de traducción del lenguaje del legislador, su crítica permanente a los sistemas normativos vigentes, su vocación de contribuir a la justificación de las decisiones judiciales, su preocupación por derivar normas y soluciones de de categorías independientes a las normas formuladas por el legislador conlleva un inevitable escepticismo acerca del papel que pueden cumplir las leyes -incluso las buenas leyes-. En pocas palabras: la justificación que la dogmática elabora de su tarea implica, en mayor o menor medida, una desvalorización de la ley.


En el caso del derecho penal -que es el área dogmática que analizaremos en esta investigación-, el desafío a la ley genera un importante problema ya que, a diferencia de otros sectores del ordenamiento, es usual admitir que sólo una infracción a la ley penal constituye una justificación para imponer una pena a un determinado individuo. La ley penal es tanto la base fundamental para la construcción de un Estado de derecho como un requisito para implementar los ideales que expresa ese diseño institucional. Así, en la medida en que la dogmática representase un desafío al valor de la ley también generaría un mayor riesgo de fracaso en la búsqueda de los ideales morales que representa el Estado de derecho. Por supuesto, nada de esto pretende negar otras importantes funciones que pueda cumplir la dogmática, sino que el propósito es señalar el precio que debemos pagar para conseguir esas otras ventajas.



II. MODELOS DE DOGMÁTICA



Dejando de lado muchas sutilezas y complejidades históricas en el desarrollo de la dogmática penal, es interesante contrastar dos grandes concepciones, que podemos denominar concepción clásica y concepción contemporánea respectivamente. Ambas concepciones pretenden un estatus científico específico para sus desarrollos conceptuales, pero sus objetivos y metodología difieren significativamente.


Para la concepción clásica, la tarea de la dogmática consiste en dar cuenta de cómo es el derecho de una comunidad y ello requiere la interpretación y exposición sistemática de las normas que ha formulado el legislador penal. A su vez, esta tarea es conceptualmente diferente del análisis de cómo debe ser un determinado sistema penal ideal. Por el contrario, la concepción contemporánea asume que las decisiones del legislador no agotan el contenido relevante de lo que dispone el derecho penal y que la dogmática cumple una indispensable función normativa identificando normas y soluciones que se pueden invocar -con independencia de que ellas hayan sido recogidas por el legislador penal- para justificar decisiones.


Para la concepción clásica, la base del conocimiento científico del derecho penal es la existencia de normas penales -y sus correlativos deberes y obligaciones- que pueden ser identificadas de manera objetiva y neutral. De otro modo, el fundamento de los enunciados dogmáticos sería sólo una expresión de puntos de vista, de actitudes subjetivas y preferencias personales de cada uno de los juristas. La relevancia del aporte de la dogmática estaría garantizada por su autoridad teórica, por su búsqueda de la verdad basada en su capacidad científica. Siguiendo este rumbo metodológico, la dogmática clásica acepta que la verdad de sus afirmaciones constituye un criterio decisivo para evaluar la corrección o incorrección de una determinada reconstrucción teórica. Pero este compromiso conceptual enfrenta un desafío inmediato: ¿qué hechos determinan la verdad de una afirmación acerca de lo que el derecho dispone? Una respuesta simple sería el valor de verdad de los enunciados jurídicos depende exclusivamente de la existencia de normas formuladas por el legislador. Por consiguiente, en este enfoque clásico, las afirmaciones referidas a los deberes penales, e. g. el deber de auxiliar a quien se encuentra en peligro, son verdaderas o falsas conforme a si el legislador ha formulado expresa o implícitamente una norma en el sistema penal de una cierta comunidad que impone ese deber{8}. A pesar de que hemos denominado dogmática clásica a esta perspectiva, sería un error creer que ella ya no cumple función alguna en la actualidad o que no tiene cabida en el futuro de la dogmática penal. Como señala ROXIN{9},


La ciencia del derecho penal también tendrá en el futuro como tarea fundamental la sistematización, interpretación y desarrollo del derecho nacional vigente, esto es, la dogmática jurídico-penal en sentido clásico.


Por supuesto, los dogmáticos clásicos no siempre concuerdan con las normas que formula la autoridad y, con frecuencia, sugieren modificaciones y reformas, pero estas tareas críticas no se consideran parte de la dimensión científica de la disciplina. Más bien, se asume que este aspecto crítico de la dogmática es conceptualmente secundaria respecto de la identificación y sistematización del orden positivo ya que sólo una vez que se han derivado las soluciones que el derecho ofrece a un cierto problema es posible determinar si ellas son correctas o si, por el contrario, requieren modificaciones.


Como respuesta a este modo de entender este enfoque de la dogmática penal se desarrollaron otras perspectivas que ponen el acento en los aspectos normativos y críticos de la tarea dogmática. Más allá de las importantes diferencias específicas entre estos enfoques alternativos, hay una característica sobresaliente que, de cierta manera, confiere un aire de familia a todas estas propuestas y da forma a lo que, por razones de simplicidad, denominaremos la concepción contemporánea de la dogmática penal. Este aire de familia está dado por la convicción acerca de la naturaleza normativa de las propuestas dogmáticas y su función de control racional de las decisiones judiciales.


Este rasgo de la concepción contemporánea puede ser brevemente caracterizado de la siguiente manera: Las teorías dogmáticas rara vez se limitan a una exposición neutral de lo que prescribe el legislador sino que imponen criterios de interpretación, construyen jerarquías normativas y delimitan conceptos. La dogmática tiene, por así decirlo, una "vocación práctica", que se manifiesta en una exigencia de aportar soluciones justas y socialmente adecuadas a los problemas normativos. Como señala ROXIN, "la dogmática penal no es un juego mental ajeno a la vida, sino una ciencia orientada a la praxis, para el estado libre y seguro de la sociedad"{10}.


Esta perspectiva dogmática propone criterios de corrección tanto de las normas del legislador penal como de las decisiones judiciales. Estos criterios pretenden justificar las respuestas a los diversos problemas normativos y ofrecer un fundamento racional a la solución de los conflictos sociales. Por ello, con frecuencia se afirma que el desarrollo de la dogmática es imprescindible para reducir la arbitrariedad y garantizar imparcialidad en la interpretación y aplicación del derecho{11}. Tal sería, en palabras de SILVA SÁNCHEZ, la "verdadera misión" de la dogmática{12}:


Con ello podemos afirmar que disponemos de una caracterización de la dogmática que nos aproxima a su verdadera misión: añadir a los enunciados de la ley otros enunciados, que se emplean en la fundamentación de las decisiones junto a la ley misma.


Una consecuencia natural de este enfoque sobre la naturaleza y función de la dogmática es la convicción en que un mayor desarrollo dogmático tiene efectos prácticos beneficiosos, que contribuye a la solución racional de nuestros problemas normativos. En resumen: las normas dogmáticas -complementarias o alternativas a las que propone el legislador- determinan con precisión las situaciones fácticas relevantes y sus consecuencias normativas, y, por ello, limitan la arbitrariedad de los órganos de aplicación del derecho.


Por supuesto, son numerosas las críticas que se han formulado al desarrollo de la dogmática y su visión optimista acerca del papel que puede cumplir en el control racional de las decisiones penalmente relevantes{13}. En ocasiones, las visiones escépticas de la dogmática apuntan a su aridez conceptual, a su escasa capacidad para trascender sus propios argumentos e incidir en los fenómenos sociales. Mas, aunque esa crítica tiene su dosis de verdad, ello no debería necesariamente poner en tela de juicio las aptitudes de la dogmática para lograr sus objetivos. Al respecto, ROXIN señala que nadie dudaría del valor de la literatura por el desafortunado hecho de que se publiquen libros de baja calidad, e inmediatamente añade{14}:


[...] en tanto que grupos enteros de científicos jóvenes desde Japón hasta Chile trabajan en nuestro Instituto -en el semestre de verano tengo en mi seminario más participantes extranjeros que alemanes- y en la medida en que por nuestra parte nosotros somos invitados a todos los lugares y podemos mensurar nuestras concepciones sobre la dogmática y sistemática del derecho penal con nuestros anfitriones mediante fructíferos intercambios de opinión conforme a standards internacionales y mejorarlas permanentemente, no tenemos razones para temer por el futuro de la dogmática penal.


Más allá de la candidez que exhibe esa afirmación, parece extraño intentar refutar al escéptico con un recordatorio de lo numerosos que pueden ser los seminarios o su difusión en el ámbito internacional. Este argumento es tan poco eficaz como el de quien pretendiese refutar a un ateo señalando que las iglesias todavía reciben a una buena cantidad de gente en sus celebraciones religiosas o que la biblia es el libro más vendido de la historia. Para refutar al escéptico no es pertinente acreditar la popularidad de la dogmática -entre otras cosas, porque esto es un dato absolutamente contingente- sino que es preciso mostrar que esta disciplina puede cumplir sus aspiraciones de racionalidad, que sus intercambios científicos son efectivamente fecundos, que sus discrepancias indican desacuerdos genuinos y no solo intercambio de puntos de vista, que sus transformaciones representan progreso conceptual y que su vocación práctica de control puede incidir positivamente en el desarrollo social.


En este trabajo intentaremos mostrar algunas dificultades de este programa, pero a diferencia de los escépticos que ponen el acento en la aridez conceptual, sus compromisos ideológicos o la falta de utilidad, nosotros exploraremos un argumento diferente. En particular, pretendemos dos cosas: por una parte, analizar una tensión interna a las aspiraciones de racionalidad de la dogmática y, por otra parte, revisar el modo en que el desarrollo dogmático compite con la realización efectiva de los valores subyacentes al Estado de derecho. La tensión interna al proyecto dogmático surge de la necesidad de suministrar pautas de control de las decisiones judiciales y, al mismo tiempo, razones sustantivas para evaluar si una decisión está justificada. Las pautas de control pueden guiar conductas sólo en la medida en que indican de manera precisa la conducta que se debe realizar, mientras que las razones sustantivas son más abstractas y variables que las normas que se pueden formular. En la medida en que la dogmática admite que esas razones sustantivas también deben entrar en el marco de justificación, inevitablemente se introduce un desafío a la supremacía de la ley penal y ello sugiere que el desarrollo de la dogmática compite con la exigencia de una estricta vinculación del juez a la ley, que es la base para la previsibilidad de sus decisiones y uno de los fundamentos del ideal de Estado de derecho. En definitiva, la conjetura que pretendemos explorar es que la autoridad del legislador no se ve confirmada sino desafiada por la dogmática y ello abre profundos interrogantes tanto acerca de su legitimidad como sobre su aptitud para contribuir a las decisiones racionales y a la disminución de la arbitrariedad.



III. EL DESAFÍO DE LA DOGMÁTICA



En líneas generales, en este trabajo nos concentraremos principalmente en la concepción contemporánea de la dogmática y en dos desafíos que ella debe superar: por una parte, la conexión contingente entre normas dogmáticas y racionalidad de las decisiones y, por otra parte, la inevitable distancia conceptual que existe entre normas y soluciones adecuadas. El análisis de ambos desafíos abre espacio para la siguiente conjetura: sólo una dogmática ideal podría cumplir con las aspiraciones de racionalidad que subrayan constantemente los teóricos del derecho penal. Pero, al igual que ocurre con otros ideales, nada garantiza que nuestras prácticas cotidianas nos acerquen a ellos. De poco sirve, en estos casos, señalar las características ideales de la dogmática como aval de sus prácticas concretas. Del mismo modo en que el conocimiento de las cualidades que definen a un ideal de buen docente no sirve para defender a las prácticas específicas de los malos profesores, tampoco es aceptable valorar positivamente a la dogmática por lo que podría idealmente lograr. Por el contrario, su utilidad social tiene que acreditarse por su efectivo desempeño en nuestras comunidades.


Aunque los ideales de la dogmática representen un noble sueño, no es seguro que debamos admitir pacíficamente el aporte de la dogmática penal a la justificación de las decisiones judiciales. Podría suceder que, de hecho, esas prácticas pusiesen en peligro otros aspectos de nuestros ideales, por ejemplo aquellos asociados al valor de la ley y a su estricta formulación y aplicación. La dogmática sería, entonces, una parte más del problema de la racionalidad que un aporte a su solución.


Con diversos fundamentos y estrategias exploraremos la siguiente idea: El aporte de la dogmática a la racionalidad de las decisiones judiciales se encuentra ligado a su capacidad de ofrecer razones sustantivas que justifiquen la práctica del castigo. Esas razones sustantivas son, en general, directivas (recomendaciones, reglas, etc.) que formulan los dogmáticos y que en este trabajo serán denominadas normas dogmáticas. La justificación de estas normas dogmáticas radica en su aptitud para capturar las exigencias morales subyacentes a la práctica de atribuir responsabilidad penal. Es decir, las normas dogmáticas son de naturaleza moral y su alcance y fuerza no dependen de una formulación canónica específica. Por el contrario, la búsqueda de una mayor especificidad y precisión conspira contra su flexibilidad para adaptarse a diferentes contextos. Por esa razón, la incorporación de normas dogmáticas en el horizonte de justificación de las decisiones compite con otras justificaciones formales, e. g. normas legisladas, y, con frecuencia, supone una tensión entre las palabras de la ley y lo que los dogmáticos dicen que dice el legislador.


La exigencia de legalidad penal, en sus variantes clásicas, era -en primer lugar- una directiva al legislador para que determinase con claridad y precisión las circunstancias en las que el Estado está legitimado para el ejercicio del poder punitivo. Esta búsqueda de precisión y claridad está limitada por la naturaleza de la comunicación humana y, entre otras consecuencias, ello significa que las razones morales que justifican las leyes penales nunca son agotadas por las formulaciones del legislador. Si la búsqueda de la dogmática contemporánea se dirige a exponer sistemáticamente esta necesidad de ajuste moral de las leyes del legislador (es decir, una crítica sistemática del derecho positivo), entonces sus propuestas pueden servir para ilustrar los defectos de la legislación, pero no pueden simultáneamente ofrecer precisión y límites específicos que hagan previsible (racional) las decisiones judiciales. En pocas palabras, el fracaso de la ley penal en sus aspiraciones de cumplir con las exigencias del ideal de legalidad también acecha a las normas que formula la dogmática contemporánea.


Nuestra discusión tiene una pretensión modesta. No se trata de mostrar que un derecho penal con un desarrollo dogmático es el peor de los mundos posibles (aunque tampoco pretendemos que sea el mejor de esos mundos), sino de volver a examinar algunos de sus principales presupuestos y consecuencias, tratando de señalar aspectos que no han sido todavía resueltos de manera satisfactoria. Pretendemos mostrar cuál es el precio que inevitablemente conlleva el desarrollo dogmático y ofrecer así elementos para analizar las ventajas y desventajas del control social que implica el derecho penal. Finalmente, esta revisión de los presupuestos de la concepción contemporánea de la dogmática podría ser una tarea poco atractiva ya que el éxito consistirá, tal vez, sólo en reiterar de manera diferente lo que ya sabíamos. Sin embargo, a pesar de ello, no parece sensato renunciar a la búsqueda de buenas razones que avalen la solidez de los argumentos y al orden conceptual que impone esa tarea.




CAPÍTULO PRIMERO 


RACIONALIDAD Y FUNCIÓN TÉCNICA 


DE LA DOGMÁTICA



I. DOGMÁTICA Y RACIONALIDAD



En la concepción contemporánea se asume normalmente que la dogmática penal es una ciencia práctica y que una de sus principales funciones es contribuir a resolver de manera racional los conflictos sociales{15}.


Así, la dogmática, mediante tareas de diferente índole, e. g. interpretación de normas jurídicas, elaboración de teorías, etc., contribuiría decisivamente a organizar racionalmente el sistema social. Sin embargo, a pesar de su importancia, no abundan los trabajos dedicados a exponer sistemáticamente esta cualidad de la dogmática. En general, podríamos señalar que esta despreocupación por la reconstrucción precisa de la racionalidad no es patrimonio de los juristas. Como señala MOSTERÍN{16},


Uno de los conceptos que actualmente más se emplean en discusiones filosóficas, científicas y políticas de todo tipo es el concepto de racionalidad. Y el más somero de los análisis muestra que este concepto se usa en los más diversos sentidos posibles y con la mayor de las vaguedades imaginables. Con frecuencia parece como si los adjetivos "racional" e "irracional" se emplearan de un modo puramente emotivo, para elogiar o insultar más bien que [sic] para describir o caracterizar.


Los juristas, por lo general, se limitan a enunciar, de manera un tanto imprecisa, las relaciones entre el desarrollo de la dogmática y las limitaciones a la discreción judicial, su contribución a la solución de indeterminaciones y su relevancia para promover valores tales como la certeza, igualdad e imparcialidad. En este trabajo no pretendemos remediar esta carencia y nos limitaremos a una serie de consideraciones necesarias para enfrentar al problema que pretendemos resolver: la relación entre la racionalidad y la función normativa de la dogmática penal.


La racionalidad es una propiedad que se predica de un conjunto bastante heterogéneo de elementos, i. e. acciones, planes, decisiones, creencias, preferencias, elecciones, instituciones, etc. Sería una ingenuidad asumir que hay un único concepto de racionalidad, que aplicamos de manera inmutable a ese amplio espectro de elementos. Por el contrario, es frecuente distinguir entre racionalidad práctica, formal, teórica y sustantiva, o entre racionalidad incompleta y completa, etc.{17}. Así, es natural asociar la racionalidad a cuestiones tan diferentes como la eficiencia en la distribución de recursos o la coherencia de un conjunto de premisas{18}. Una vez que se advierte que las diversas nociones de racionalidad forman una familia conceptual bastante heterogénea también hay que concluir que no tiene mayor sentido enunciar genéricamente una conexión entre dogmática y racionalidad, sino que el desafío es caracterizar con mayor precisión a las relaciones entre diversas tareas que desarrollan los juristas y cada una de esas ideas de racionalidad. En gran medida, esta será nuestra tarea en los próximos apartados.



II. RACIONALIDAD Y RAZONABILIDAD



En general, suponemos que los hombres son agentes que pueden intervenir en el mundo y, dentro de ciertos límites, transformarlo voluntariamente. Esta concepción asume, por consiguiente, que el mundo no solo cambia por sí mismo sino que también se transforma por las acciones humanas. Actuar es, en gran medida, cambiar estados de cosas; e. g., abrir una ventana consiste en transformar una situación en que la ventana está cerrada a otro estado en que esa ventana resulta abierta. Ese resultado define la acción en el sentido de que no sería verdadero sostener que un individuo abrió la ventana si, al menos por un momento, ella no hubiese estado abierta. En ese caso, en lugar de afirmar que el agente abrió la ventana sería natural señalar que él intentó -sin éxito- abrir esa ventana.


La noción paradigmática de acción se refiere a la conducta intencional, al comportamiento que procura dar lugar a determinados hechos o estados de cosas. En general, el agente hace determinadas cosas para conseguir otras. Por ejemplo, abre la ventana con la intención de ventilar la habitación. Esta concatenación de hechos genera importantes dificultades en la identificación de las acciones y la descripción de las intenciones de los agentes. Sin embargo, esto no oculta la diferencia entre los medios necesarios y los fines que el agente pretende conseguir. Los resultados de las acciones, es decir, aquellos estados de cosas que el agente intenta conseguir, son, genéricamente hablando, fines valiosos para los agentes que procuran conseguirlos. Por supuesto, este enfoque de la acción no necesita negar que sean posibles acciones que no produzcan una transformación de situaciones o que no se manifiesten externamente (e. g., actos puramente mentales). De igual modo, tampoco es preciso negar que muchas acciones pueden producir resultados que el agente no pretende conseguir, como ocurre con frecuencia en el ámbito de la responsabilidad por imprudencia. Con independencia de su relevancia teórica y práctica, esas nociones de acción son parasitarias de la idea de transformación o cambio intencional del estado de cosas. Si careciésemos de esta última noción o si ella no fuese la manera paradigmática de actuar, entonces nos sería imposible comprender en qué sentido un agente actúa en absoluto.


Desde la antigüedad se discute acerca de la racionalidad de la búsqueda de ciertos fines, o, en otras palabras, si es posible que un agente racional deje de buscar o anhelar determinados bienes. La respuesta no es obvia, y con frecuencia se propone distinguir entre racionalidad y razonabilidad. Por ejemplo, VON WRIGHT señala{18B}:


Un argumento puede ser racional pero sus premisas y conclusiones pueden no ser razonables. Un plan puede ser racional, pero su ejecución no ser razonable. ¿Cuál es, entonces, la diferencia? Como yo lo veo, la racionalidad, cuando es contrastada con la razonabilidad, tiene que ver principalmente con la corrección formal del razonamiento, con la eficiencia de los medios en relación con los fines, con la confirmación y verificación de creencias. Es orientada a fines, aunque en un sentido más amplio que la noción de Max Weber de racionalidad de fines (Zweckrationalitat). Los juicios de razonabilidad, por el contrario, están orientados a valores. Conciernen a la manera correcta de vivir, a lo que es bueno o malo para el hombre. Lo razonable es, por supuesto, también racional, pero lo "meramente racional" no es siempre razonable.


Esta distinción entre razonabilidad y racionalidad ha tenido también impacto en la teoría del derecho y la dogmática jurídica{19}. La necesidad de introducir la noción de razonabilidad muestra claramente las dificultades que subyacen a la tarea de dar cuenta de la racionalidad de los fines y valores que se persiguen y dan sentido a las acciones. Sin embargo, este desafío no tiene que ocultar la importancia de una noción tradicional de racionalidad, que se refiere paradigmáticamente a la relación instrumental entre los fines perseguidos por un agente y los medios necesarios para lograrlo. En este sentido, un agente racional es el que pone en marcha los medios necesarios para lograr aquello que desea obtener, es decir, para conseguir satisfacer sus deseos y necesidades. Nuestros deseos (aquello que pretendemos obtener o evitar) nos impulsan a la acción en el sentido de que frente a circunstancias propicias (i. e. ausencia de razones en contra, oportunidad para actuar, etc.) nuestro criterio para identificar lo que una persona desea es precisamente aquello que se muestra en lo que hace para conseguirlo. Por el contrario, un sujeto nos parece irracional en la medida en que frente a una oportunidad propicia de conseguir aquello que desea no procura asegurar los medios necesarios para satisfacer sus fines. Esta noción de racionalidad es independiente de la pregunta acerca de la racionalidad de fines, es decir, de la cuestión de si, en última instancia, hay cosas valiosas en sí mismas, que los agentes racionales tienen que procurar obtener.
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